
   
 

 

 

 

 
 

26 de agosto de 2016 
 
REF.: Caso Nº 12.695 

Vinicio Antonio Poblete Vilches y familiares 
Chile  

 
Señor Secretario: 
 

Tengo el agrado de dirigirme a usted, en nombre de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, con el objeto de presentar a la jurisdicción de la Honorable Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, el caso 12.695 – Vinicio Antonio Poblete Vilches y familiares respecto de la República de Chile 
(en adelante “el Estado”, “el Estado chileno” o “Chile”), relacionado con las diversas acciones y omisiones 
que tuvieron lugar entre el 17 de enero y el 7 de febrero de 2001, fechas en las cuales el señor Vinicio 
Antonio Poblete Vilches ingresó en dos oportunidades al Hospital Público Sótero del Río, donde falleció 
en la última fecha.  Así, la Comisión estableció que en dos momentos el personal médico del hospital se 
abstuvo de obtener el consentimiento informado para la toma de decisiones en materia de salud. 
Específicamente, en el marco de un procedimiento realizado el 26 de enero de 2001 durante el primer 
ingreso al hospital; así como en la decisión de mantenerlo en “tratamiento intermedio” en las horas 
anteriores a su muerte en el segundo ingreso al hospital. Por otra parte, la Comisión concluyó que 
existen suficientes elementos para considerar que la decisión de dar de alta al señor Poblete Vilches y la 
manera en que la misma se realizó, pudo tener incidencia en el rápido deterioro que sufrió en los días 
inmediatamente posteriores a su salida del hospital y su posterior muerte cuando ingresó nuevamente 
en grave estado de salud.  Asimismo, la Comisión determinó la responsabilidad estatal por la falta de 
provisión del tratamiento intensivo que requería en su segundo ingreso al hospital.  Finalmente, la 
Comisión consideró que las investigaciones a nivel interno no fueron realizadas con la debida diligencia 
ni en un plazo razonable.  

El Estado  chileno ratificó la Convención Americana sobre Derechos Humanos el 21 de agosto de 
1990 y aceptó la competencia contenciosa de la Corte Interamericana en la misma fecha.  

La Comisión ha designado al Comisionado Enrique Gil Botero y al Secretario Ejecutivo Paulo 
Abrão, como sus delegados. Asimismo, Elizabeth Abi-Mershed, Secretaria Ejecutiva Adjunta, y Silvia 
Serrano Guzmán abogada de la Secretaría Ejecutiva, actuarán como asesoras legales. 

 
De conformidad con el artículo 35 del Reglamento de la Corte Interamericana, la Comisión 

adjunta copia del informe de fondo 1/16 elaborado en observancia del artículo 50 de la Convención, así 
como copia de la totalidad del expediente ante la Comisión Interamericana (Apéndice I) y los anexos 
utilizados en la elaboración del informe 1/16 (Anexos).  
 
 
 
Señor 
Pablo Saavedra Alessandri, Secretario 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 
Apartado 6906-1000, 
San José, Costa Rica 
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 Dicho informe de fondo fue notificado al Estado el 27 de mayo de 2016, otorgándole dos meses 
para informar sobre el cumplimiento de las recomendaciones.  El Estado de Chile presentó un escrito en 
el cual si bien informó sobre su voluntad de cumplir con las recomendaciones, se limitó a indicar la 
divergencia entre las partes sobre las posibles indemnizaciones. El Estado no presentó una 
contrapropuesta a la solicitud de los peticionarios ni se refirió sustantivamente a las recomendaciones 
restantes.  Además, el Estado no solicitó una prórroga para la suspensión del plazo previsto en el 
artículo 51 de la Convención Americana.  

 
En virtud de lo anterior, la Comisión Interamericana decidió someter a la jurisdicción de la Corte 

Interamericana la totalidad de los hechos y violaciones de derechos humanos descritos en el informe de 
fondo 1/16, ante la necesidad de obtención de justicia en el caso particular.  
 

En ese sentido, la Comisión solicita a la Corte que concluya y declare la responsabilidad 
internacional del Estado de Chile por:  

 
1. La violación del derecho de acceso a la información en materia de salud establecido 
en el artículo 13 de la Convención, en relación con los derechos a la vida, integridad 
personal y salud establecidos en los artículos 4 y 5 de la Convención, y con las 
obligaciones establecidas en el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de 
Vinicio Antonio Poblete Vilches y sus familiares;  
 
2. La violación de los derechos a la vida, integridad personal y salud establecidos en los 
artículos 4 y 5 de la Convención Americana, en relación con las obligaciones establecidas 
en el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Vinicio Antonio Poblete 
Vilches; y 
 
3. La violación de los derechos a la integridad personal, garantías judiciales y 
protección judicial establecidos en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana en 
relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de los familiares del 
señor Vinicio Antonio Poblete Vilches. 

 
La Comisión solicita a la Corte Interamericana que establezca las siguientes medidas de 

reparación: 
 

1. Reparar integralmente a los familiares del señor Vinicio Antonio Poblete Vilches por 
las violaciones de derechos humanos declaradas en el informe, incluyendo una debida 
compensación por el daño material y moral causado, así como otras medidas de 
satisfacción moral.  
 
2. Realizar una investigación completa y efectiva de las violaciones de derechos 
humanos declaradas en el informe, a fin de que los familiares del señor Poblete Vilches 
cuenten con un esclarecimiento de lo sucedido y, de ser el caso, se impongan las 
sanciones correspondientes. Para tal efecto, el Estado deberá continuar la investigación 
reabierta en el año 2008 o, de ser el caso, iniciar una nueva investigación con el objetivo 
de superar los obstáculos identificados en el informe que han impedido la obtención de 
justicia.  
 
3. Disponer mecanismos de no repetición que incluyan: i) las medidas legislativas, 
administrativas y de otra índole que se requieran para la implementación del 
consentimiento informado en materia de salud de conformidad con los estándares 
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establecidos en el informe; ii) las medidas necesarias, incluyendo medidas 
presupuestarias, para asegurar que el Hospital Sótero del Río cuente con los medios e 
infraestructura necesarios para brindar una atención adecuada, particularmente cuando 
se requiera terapia intensiva; y iii) las medidas de capacitación y entrenamiento a los 
operadores judiciales en cuanto al deber de investigar posibles responsabilidades 
derivadas de la muerte de una persona como consecuencia de una atención inadecuada 
en salud.  

 
Además de la necesidad de obtención de justicia, la Comisión destaca que el presente caso 

involucra cuestiones de orden público interamericano.  La Comisión considera que el caso permitirá a la 
Honorable Corte Interamericana desarrollar su jurisprudencia sobre las obligaciones que derivan de la 
Convención Americana en materia de consentimiento informado en las decisiones sobre la salud de las 
personas.  Asimismo, el caso permitirá profundizar en la responsabilidad estatal derivada de supuestos 
de atenciones inadecuadas de salud en hospitales públicos, incluyendo aquellas derivadas de posibles 
deficiencias estructurales en los mismos.  Finalmente, el caso también permitirá que la Corte se 
pronuncie sobre los contenidos específicos del deber de investigar y proveer un recurso efectivo en tales 
supuestos.  
 

En virtud de que estas cuestiones afectan de manera relevante el orden público interamericano, 
de conformidad con el artículo 35.1 f) del Reglamento de la Corte Interamericana, la Comisión se 
permite ofrecer la siguiente declaración pericial: 
 

Perito/a cuyo nombre será informado a la brevedad, quien declarará sobre el 
consentimiento informado en materia de salud y sus implicaciones en el derecho internacional de los 
derechos humanos. Asimismo, el/la perito/a se referirá a la responsabilidad estatal derivada de 
atenciones inadecuadas en salud en hospitales públicos, incluyendo supuestos de deficiencias 
estructurales en dichos hospitales. El/la perito/a también declarará sobre el deber de investigar y 
proveer un recurso efectivo frente a la omisión de obtener el consentimiento informado en materia de 
salud, así como frente a una atención deficiente en materia de salud, especialmente cuando existe en 
resultado mortal.  
 

El CV del/la perito/a ofrecido/a serán incluidos en los anexos al informe de fondo 1/16.  
 

La Comisión pone en conocimiento de la Corte la siguiente información sobre quienes actuaron 
como peticionarios a lo largo del trámite del caso:  

 
Vinicio Poblete (hijo) 

xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx 
 

Nicolás Daneri Bascuñan 
xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx 

 
Aprovecho la oportunidad para saludar a usted muy atentamente, 

 
 
 
 
             Firmado en el original 

 Paulo Abrão  
                       Secretario Ejecutivo  
 
 
Anexo 


